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Introducción 



¿Quiere ganar unas elecciones municipales? Nosotros le podemos ayudar.

Pero ¿qué es ganar? Ganar es conseguir lo que se pretende, e importante es por supuesto conocer y definir a priori cuáles son los objetivos que perseguimos.

Por ejemplo:


	
• Pertenecemos a un partido político o agrupación electoral que «gobierna». El objetivo, en este caso, lógicamente en principio es seguir gobernando, en solitario o en coalición con otros partidos o agrupaciones electorales, no perder parcela de poder... 

	
• Puede ser, por otra parte, que representemos a un grupo electoral en la oposición con posibilidades de llegar a gobernar, también con o sin la participación o colaboración de otros grupos. 

	
• O quizás el objetivo no sea gobernar, sino influir en mayor o menor medida en la coalición gobernante obteniendo participación. 

	
• Y también, cómo no, podemos aspirar a tener una mínima influencia aun sin obtener representación, o incluso que simplemente se nos escuche, que sepan los ciudadanos que «existimos» y que tenemos una oferta de gestión para ellos a corto, medio o largo plazo. 



En este sentido, la obra que ahora presentamos tiene por objeto ayudar a todos y cada uno de estos colectivos, con independencia de sus metas. Eso sí, lo más importante es eso, definir las metas. A este respecto, el siguiente cuadro muestra un ejemplo práctico.



	COLECTIVO
	OBJETIVOS PRIORITARIOS
	OBJETIVOS SECUNDARIOS




	Grupo gobernante con mayoría absoluta
	Mantener la mayoría absoluta
	Gobernar en coalición o con mayoría relativa



	Grupo gobernante con mayoría relativa
	Obtener la mayoría absoluta
	Seguir gobernando en coalición o con mayoría relativa



	Grupo opositores con aspiraciones de poder
	Obtener la mayoría absoluta
	Gobernar en coalición o con mayoría relativa



	Nuevas agrupaciones con o sin aspiraciones de poder
	Obtener la mayoría absoluta o relativa
	Obtener representación



	Nuevas agrupaciones con aspiraciones de influencia
	Obtener representación
	Influencia/Notoriedad





Obviamente el interés de este libro, manual, documento o como lo quiera definir el lector, no está orientado a las grandes ciudades en las que los «aparatos de partido» y la imagen global de éstos tienen mucho más que ver que la comunicación directa que exigen los medianos y pequeños Municipios a los que se dirige fundamentalmente esta publicación.

Una vez hecha esta salvedad, en la obra hemos tratado de abarcar la mayoría de los factores a tener en cuenta cara a definir y desarrollar una campaña electoral en el ámbito de las administraciones locales que nos ocupan, los cuáles se estructuran, a grandes rasgos, en los dos siguientes:

A) Cómo presentarse a unas elecciones locales

Incluye las distintas motivaciones que pueden llevar a una persona o grupo de personas a decidir presentarse a las elecciones, con las ventajas e inconvenientes de cada una de ellas (carácter político, ambición personal, espíritu de servicio, razones personales...).

Igualmente se analizan, desde un punto de vista práctico y legal, las diferentes posibilidades existentes a la hora de presentarse, ya sea como partido político, agrupación electoral, coalición, etc., así como una extensa descripción de todo el proceso.

B) Fases de una campaña electoral

A efectos de exposición, hemos dividido las fases de una campaña electoral en las tres siguientes, las cuales constituyen el núcleo básico de este manual:


	
- La precampaña electoral. 

	
- La campaña electoral. 

	
- La poscampaña. 



En cuanto a la precampaña electoral, hacemos especial hincapié en la definición de objetivos y expectativas perseguidas tanto propias como de los opositores, selección de los candidatos más idóneos para su consecución, definición de mensajes, etc., todo ello apoyado por la realización de encuestas de opinión que, a nuestro juicio, ofrecen información de gran relevancia e interés.

Por otro lado y con relación a la campaña electoral propiamente dicha, la publicación incide sobre su planificación, aspectos presupuestarios, la utilización de los medios de comunicación destacando ventajas y desventajas de cada uno de ellos, algo tan importante como es la estructuración del mensaje electoral (eslogan, redacción de cartas y mensajes, utilización del mensaje no verbal...).

En este apartado, hay algunos aspectos en los que nos extendemos más debido a su gran importancia. Así, nos referimos al programa electoral como herramienta si se quiere propagandística y de compromiso ante la ciudadanía, los mítines electorales y los debates con la competencia (valga el término «marketiniano» competencia, y valga puesto que en el siglo XXI el Marketing Político es una realidad basada en interesantes antecedentes ya de principios del siglo XX).

Finalmente, el último apartado del libro, la poscampaña electoral, hace referencia a las posibles actitudes que se recomiendan el día de las elecciones y ante sus resultados, ya sean éstos positivos, relativamente positivos, negativos o relativamente negativos. Precisamente entendemos necesario relativizar los resultados, potenciando los posibles «puntos fuertes» y desviando los posibles «puntos débiles».

En definitiva, nuestra intención es poner a disposición del lector una herramienta útil para comprender el complejo proceso que representa llevar a cabo una campaña electoral de carácter local, reduciendo en lo posible la incertidumbre que ello supone. Al menos eso es lo que pretendemos.






Cómo presentarse a unas elecciones municipales 



Nadie nace con la decisión genética de presentarse a unas elecciones políticas, sean del ámbito que sean. Lo que, por otra parte, no precisa de mayor razonamiento. Todo lo más, podemos pensar que las condiciones sociales, familiares, culturales o económicas bajo la cuales una persona desarrolla su vida pueden predisponer, en cierto modo, a la toma de la decisión de intervenir en la vida pública a través de unos comicios. Como igualmente influyen condicionantes personales como el carácter, el temperamento, los intereses o los anhelos de cada uno.

Queremos con ello resaltar que el hecho de presentarse a unas elecciones, en nuestro caso las locales, no es fruto de una voluntad instantánea, sino de un proceso complejo que tiene su final en la decisión de situarnos frente a los electores como opción de gobierno (a priori nadie se presenta como opción de oposición, cuando realmente es la más común de todas). Decisión que, a su vez, es el pistoletazo de salida para el proceso subsiguiente, ése que culminará el día «D» en el que las alecciones se celebrarán.

Este segundo proceso será el objeto de capítulos posteriores de esta obra. En éste, nos centraremos en los antecedentes, que podemos resumir como siguen:


	
• Razones o motivaciones que subyacen a la decisión. 

	
• Objetivos que se pretenden alcanzar. 

	
• Análisis de la forma de concurrir a las elecciones. 

	
• Decisión sobre el hecho de presentarse. 



Básicamente, las cuestiones a tratar pueden subsumirse en dos grandes grupos: las de carácter personal (componentes emocionales, intelectuales, éticos, de interés) y las de índole formal. A todo ello dedicaremos las siguientes páginas.

2.1.  Las razones para presentarse

Si bien nunca una única razón es la que impulsa a una persona o grupo a decidir presentarse a unas elecciones, locales o de cualquier otro ámbito, conviene que, antes de acometer la empresa, esas razones estén perfectamente claras. No es lo mismo, es evidente, actuar por odio o rencor que hacerlo por soberbia, espíritu de servicio o ambición.

Y el primer consejo que debemos dar es sencillo pero fundamental: la sinceridad con nosotros mismos debe ser la norma. Un examen de conciencia escrupuloso evitará que nos engañemos. Porque lo cierto es que la naturaleza humana tiende a que justifiquemos las decisiones que tomamos en razones de altura moral, cuando tal vez la realidad es que las motivaciones verdaderas son, en ocasiones, bastante más mezquinas.

No queremos pretender con esto que decimos la realización de un ejercicio de autoflagelación masoquista, sino sólo de sinceridad con nosotros mismos. De esa forma, podremos actuar con realismo y tomar las decisiones adecuadas.

Tampoco es necesario llevar esa sinceridad más allá de lo razonable. Los demás no tienen por qué conocer hasta el mínimo detalle las razones profundas que nos impulsan a la decisión de presentarnos. Y aunque esta afirmación pueda sonar cínica, no debemos perder de vista el objetivo que perseguimos generalmente: ganar las elecciones. Y, para ello, no tendremos más remedio que presentar ante nuestros compañeros, la opinión pública y los electores nuestros rasgos más positivos, ocultando o suavizando los de carácter desfavorable.

Partiendo, como decimos, de que nunca hay una única razón, sino «razones», no debería resultarnos especialmente difícil presentar hacia el exterior las positivas y ocultar las negativas. Pero, repetimos, realizar con éxito esa labor requiere que el previo y necesario examen de conciencia, que no tiene por qué trascender fuera de nosotros mismos o nuestro círculo más íntimo, sea absolutamente sincero.

Quedando sentada, pues, la complejidad de las motivaciones que pueden llevarnos a tomar la decisión, analizaremos las mismas por separado para su mejor comprensión, pensando en las ventajas e inconvenientes que cada una puede representar en función de los objetivos propuestos. Objetivos que, si generalmente serán los de ganar y gobernar, pueden difuminarse en otros como los de influir o controlar, cuestiones que se tratarán más adelante.

En principio, y dentro de la totalidad de motivaciones que puedan concurrir, siempre habrá una que prime sobre las demás y que debemos ser capaces de aislar y reproducir. Lo que no significa, como es lógico, que esa razón primaria no pueda cambiar a lo largo del tiempo, lo que de hecho con frecuencia sucede a medida que el conocimiento de la realidad o las relaciones con otras personas influyen en nuestro ánimo.

En beneficio de la claridad, distinguiremos dos grandes bloques de motivaciones: las negativas y las positivas, entendiendo por aquéllas las que consideramos indeseables e indignas de respeto y, por las segundas, las que nos merecen una mayor consideración y nos resultan éticamente defendibles. Y podremos ver que, curiosamente, a veces la línea que separa lo positivo de lo negativo es ciertamente difusa.

2.1.1.  Razones negativas

Pueden ser, entre otras, las siguientes:


	
- Por antipatía personal o política hacia quien gobierna. 

	
- Por soberbia. 

	
- Por afán de poder. 

	
- Por intereses personales. 

	
- Por entretenimiento. 



Analizamos seguidamente cada una se estas posibles razones o causas para «afrontar el reto».

* Por antipatía personal o política hacia quien gobierna

La antipatía es siempre una actitud emocional, sea individual (por rechazo hacia la persona que gobierna) o ideológica (por rechazo a sus ideas). Y en el primer caso, sobre todo, es además una actitud irracional, pues si bien las ideas contrarias a las nuestras impregnarán, al menos en una parte, la gestión que se realiza y que por ello nos produce rechazo, el que nos causa la persona con independencia de si gobierna bien o mal carece de justificación racional.

Si es la antipatía personal la razón última o preponderante de nuestra decisión, poco podremos aportar a los electores.

Debemos tener en cuenta que el presente trabajo se refiere a las elecciones municipales, que son aquellas en las que el componente ideológico, al menos en las poblaciones medias y pequeñas, tiene un peso inferior en la gestión política. De hecho, y si somos sinceros, una buena parte de las decisiones municipales de gobierno pueden ser compartidas por todos con independencia de la ideología de cada uno. ¿Quién, de verdad, se opondría a un incremento de la oferta cultural, a la construcción de una Escuela Infantil o al pavimentado de una calle?

Y lo dicho en el plano político nos vale también en el personal. ¿O es que la decisión de pavimentar una calle será mejor o peor en función de lo simpático que nos resulta el Alcalde? Dicho de otra forma: un Alcalde es buen o mal gobernante con independencia de la simpatía que pueda despertar en nosotros.

Y es aquí donde debemos hacer uno de esos esfuerzos de sinceridad de los que venimos hablando. ¿Es un buen Alcalde el actual? ¿Es un buen equipo de gobierno? Si la conclusión es afirmativa, deberemos preguntarnos entonces: ¿Por qué quiero presentarme? ¿Cambiaría las decisiones que se están tomando, y que me parecen buenas, o me limitaría a seguir en la misma línea?

Si la consecuencia única o básica a la que llegamos es que queremos que el Alcalde se vaya porque «nos cae mal», mala cosa. Sólo podremos satisfacer a las personas a las que, como nosotros, el Alcalde les es antipático, pero desde luego sin mayores razones de fondo que puedan considerarse racionales.

A lo dicho hasta aquí pueden oponerse, evidentemente, algunas excepciones.

Si pensamos en determinados Municipios de regiones como el País Vasco o Cataluña, por ejemplo, y con todo el respeto hacia esas regiones, puede suceder que la ideología del grupo gobernante choque de tal forma con nuestras convicciones más profundas que nos lleve, por ese simple hecho, a tomar la decisión de presentarnos. Si un Alcalde o un equipo de gobierno amparan la violencia o no la rechazan, alzar frente a ellos la voz concurriendo a unos comicios nos parece no sólo legítimo, sino digno de alabanza.

Recalquemos, aun a riesgo de ser reiterativos, que todo lo expuesto es válido si se refiere a una motivación preponderante. Como resulta lógico, si a la antipatía personal se unen otras razones de carácter más positivo (defensa de las propias ideas, legítima ambición política, espíritu de servicio...), la cuestión podría resultar irrelevante.

* Por soberbia

Algunas personas sienten la necesidad imperiosa de demostrarse a sí mismos y a los otros, por pura soberbia (o por un cierto complejo de inferioridad, que tampoco está tan lejos) que son capaces de alcanzar cuanto se propongan. Y ello por un mero afán de autoafirmación o autojustificación, sin que otras razones de mayor altura apoyen la decisión.

Mal punto de partida, desde luego, si la vanidad y la soberbia («soy un ganador», «nadie puede conmigo...») son la verdadera motivación de la concurrencia a unas elecciones.

En primer lugar, porque quien así actúa no ofrece nada digno de aprecio, sino únicamente la demostración de una supuesta superioridad por lo demás discutible. Pero es que, además, esa necesidad imperiosa de ganar es causa y origen de enormes frustraciones, porque, ¿qué sucede si perdemos?

Y una vez más hemos de distinguir la irresistible necesidad de ganar de la legítima ambición política. Así, frente a la frustración que el soberbio sufre si es derrotado, se impone la del político de raza, que seguirá sin desfallecer al pie del cañón.

Así pues, debemos preguntarnos, a la vez que se nos viene al pensamiento esa necesidad imperiosa de ganar, el «para qué» queremos hacerlo. Y si sólo encontramos autoafirmación o autojustificación, de nada servirá.

Hemos de tener claro, muy claro, no el «porqué», sino el «para qué», esto es, como queremos administrar la victoria si llega, qué haremos si gobernamos que justifique verdaderamente concurrir a los comicios. Porque si la derrota genera frustración, la victoria puede ser causa de vacío: ¿para qué he hecho esto?; ¿de qué me ha servido?; y, sobre todo, ¿de qué ha servido a los demás?

* Por afán de poder

Alguien dijo en su día: «nunca podrá mandar bien quien no esté dispuesto a obedecer». Y tenía razón. No es más noble el mando que la disciplina, el ordenar que el obedecer. El poder, por sí mismo, no justifica nada.

Lo que diferencia esta motivación de la anterior (la soberbia) es que, mientras aquélla se agota en un momento puntual (el resultado electoral), en ésta se alarga en el tiempo, porque aquello en que el afanoso de poder encuentra satisfacción es, más que en ganar, en el ejercicio del poder derivado de la victoria.

Y cuando en este caso hablamos de ejercicio del poder, nos referimos al poder por sí mismo que se agota con ese ejercicio, y no con los logros o los éxitos que merced al mismo puedan alcanzarse.

Confunde, pues, el afanoso de mandar los medios con los fines, sin considerar que el poder es una herramienta (como lo pueda ser el dinero o la fama) para la consecución de objetivos, pero no puede, o mejor dicho, no debe constituir el objetivo en sí mismo.

No es difícil encontrar políticos que se aferran de tal forma al cargo, aunque no sean capaces de llenarlo de sentido, que parece imposible que lleguen a dejar de ostentarlo. Por desgracia, la costumbre de dimitir no es una de las más arraigadas entre nuestra clase dirigente.

Y tristemente, tampoco es infrecuente encontrar políticos que disfrutan y se sienten realizados simplemente por ser poderosos. No estaría de más que consideraran la diferencia entre poder y autoridad, entendida ésta como cualidad moral que genera que los demás tengan en cuenta y valoren las opiniones de quien la tiene. Y quien tiene autoridad no necesita, en muchas ocasiones, tener además poder, pues su mera opinión puede generar decisiones entre quienes ejercen aquél.

Por otro lado, la humildad, el estar dispuesto a obedecer cuando llegue el caso y asumir las coyunturales situaciones de inferioridad, no deja de ser una virtud.

Como decíamos al comienzo, sólo quien sabe obedecer, quien asume con nobleza la subordinación, es capaz de mandar bien, sin que esa humildad implique, desde luego, la renuncia a las propias opiniones. Quien sólo ansía puesto de poder, se garantiza la posibilidad de no volver a tenerlo una vez que lo pierda.

* Por intereses personales

Es lamentable pensar en la posibilidad de que alguien pueda concurrir a unas elecciones movido por intereses puramente personales (de hecho, el poder es uno de ellos): enriquecerse, alcanzar consideración social, adquirir influencias... Y, sin embargo, sucede frecuentemente, como podemos comprobar cada día a través de los medios de comunicación.

Cierto es que, al menos, quienes así obran lo hacen con objetivos claros y concretos, aunque mezquinos. No creemos necesario extendernos en ello. Si realmente ésas son las motivaciones que nos mueven, desechemos la idea de presentarnos. Ése es al menos nuestro consejo, aunque sepamos desde ahora que caerá en saco roto.

Lo malo de una situación así, lo que realmente sucede, es que quien actúa por intereses personales no lo reconocerá nunca. Desde luego, a los demás, pero tampoco, y es lo más grave, a sí mismo. Al revés, intentará en todo momento autojustificarse y convencerse de que las razones son muy otras, porque lo cierto es que reconocer la propia mezquindad no resulta sencillo; y sucederá que el político que roba tenderá a considerar que el fruto de sus manejos es la justa recompensa por los «grandes servicios» prestados a la comunidad.

Aun partiendo de ese hecho incuestionable, no nos resistimos a reiterar la necesidad de realizar un sincero examen de conciencia.

Si alguien, tras ese examen, y no obstante llegar a la conclusión de que sus motivaciones son enriquecerse o ganar en consideración social, insiste en su idea de concurrir como candidato a unas elecciones, puede finalizar al punto la lectura de estas páginas. Porque en las mismas no encontrará ni un solo consejo destinado a ocultar a los electores sus auténticas intenciones.

* Por entretenimiento

El Vizconde de Bonald sostenía que «hay mucha gente que no sabe perder el tiempo sola; es el azote de las personas ocupadas». Y ciertamente, aunque pueda sonar duro, esa opinión es realista. Porque de lo que no cabe duda es de que, en unas elecciones como las municipales, a las que estas páginas están destinadas, podemos observar a multitud de candidatos incluidos en las distintas listas cuyo único mérito es el de disponer de tiempo libre.

Es verdad que el aburrimiento no tiene el mismo mezquino origen que otras motivaciones analizadas. No parte, efectivamente, de intereses personales poco éticos, ni de la soberbia, ni del odio... pero es igualmente dañino, porque de ordinario, el ocioso no tiene nada que ofrecer más que su tiempo. Y si ésa es su única cualidad, terminará haciendo perder a los demás el poco de que disponen.

Cuando alguien decide concurrir a unas elecciones para «entretenerse», lo que subyace realmente a esa decisión es un alarmante componente de frivolidad.

No tiene en cuenta la trascendencia de los intereses que le va a tocar gestionar si triunfa en las elecciones, porque sólo pretende llenar su tiempo. Así, será siempre persona propensa a acudir a reuniones, a actos oficiales, a recepciones... pero no al trabajo humilde, oscuro y laborioso, al estudio concienzudo de los asuntos, a la toma de decisiones serenas y razonadas porque ¡es tan aburrido...!

Y, por supuesto, si encuentran algo mejor que hacer, algo «más entretenido», siempre lo preferirán al trabajo municipal, trabajo que no valoran en su importancia.

Lo que se gestiona desde el gobierno municipal es, ni más ni menos, el interés de la comunidad, el dinero de los contribuyentes, la solución de sus problemas y necesidades. Y todo ello no puede realizarse, desde luego, desde la frivolidad.

Así pues, y este consejo va dirigido más bien a quien decide el nombre concreto de los candidatos, rechácese al ocioso que no tenga algo más que aportar que su tiempo. Es preferible la presencia escasa pero de calidad de quien está ocupado en otras labores que el tiempo perdido de quien sólo quiere estar en la «pomada» para no aburrirse.

En resumen:



	ALGUNAS RAZONES NEGATIVAS PARA PRESENTARSE A UNAS ELECCIONES MUNICIPALES


	RAZÓN
	MOTIVACIÓN REAL





	Por simple antipatía hacia quien gobierna
	«Me cae mal»



	Por soberbia
	«Quiero ganar»



	Por afán de poder
	«Quiero mandar»



	Por intereses personales
	«Quiero beneficiarme»



	Por entretenimiento
	«Me aburro»





2.1.2.  Razones positivas

Por el contrario, frente a las razones negativas antes descritas, están otras positivas entre las que destacamos éstas:


	
- Por rechazo de la gestión de quien gobierna. 

	
- Por legítima ambición política. 

	
- Por espíritu de servicio. 

	
- Por amistad. 



* Por rechazo de la gestión de quien gobierna

Hemos dudado si incluir esta motivación entre las de carácter positivo por la similitud que puede ofrecer con la ya analizada de la antipatía personal o política. Sin embargo, creemos que hay un componente que las diferencia radicalmente: en este caso, el rechazo es hacia la gestión, que no se considera correcta o adecuada, mientras que en aquél lo es hacia la persona, con independencia de la bondad o maldad de esa gestión.

Cierto es que el rechazo a una gestión de gobierno, en sí mismo, más justificaría una actitud pasiva de crítica o enfrentamiento que la concurrencia a unas elecciones; pero tampoco deja de ser verdad que si determinadas actuaciones de gobierno nos generan rechazo es porque hay otras, las que nosotros acometeríamos, que consideramos correctas.

Entiéndase con ello que para que esta motivación legitime moralmente la decisión de presentarse debe darse conjuntamente con otra: la alternativa, esto es, que tengamos algo que ofrecer distinto de lo que hay y que consideramos más deseable y beneficioso.

La motivación analizada, frente a la antipatía o el odio que, en cierto modo, lo que anhelan es la venganza, busca en realidad el remedio. En palabras de Bismarck, «la política no debe tratar de vengar el mal realizado, sino cuidar de que no se reproduzca».

Si una persona considera que la gestión que se lleva a cabo es perjudicial para el Municipio, resulta irreprochable desde el punto de vista ético que decida concurrir a unas elecciones con el fin de intentar rectificarla.

* Por legítima ambición política

«Los hombres movidos por ideales han de interesarse por la política». Son palabras de Eduardo PUNSET, ex ministro de la Unión del Centro Democrático y habitual de nuestra televisión. Y, ciertamente, hay personas con una decidida vocación por lo público, al igual que otras se decantan por el mundo de la empresa, la arquitectura, la medicina...

Es en estas personas, en las vocacionales, en las que la ambición política como medio de realización de las propias ideas será la motivación fundamental de su decisión de presentarse a unas elecciones.

Cuando hablamos de «realización de las propias ideas», no lo hacemos, evidentemente, de intereses personales, sino de un concepto de lo que debe ser la gestión pública que consideramos preferible a otros.

La diferencia entre el político vocacional y el ciudadano simplemente interesado en la política es el afán de colaborar a su realización. Y, por supuesto, cuanto mayores sean las responsabilidades del puesto al que se aspira, más posibilidades habrá de poner en funcionamiento las propias ideas.

Debemos desechar, pues, considerar negativamente a los políticos vocacionales y entender que no ha de confundirse tal condición con la de los llamados «profesionales» de la política.

Ser político en ejercicio es por lo general una situación que debe verse como transitoria, y quien quiera perpetuarse indefinidamente en los puestos de decisión se equivocará. El electorado se cansa de ver siempre las mismas caras y escuchar las mismas voces, y reclama de vez en cuando un cambio que proporcione aire fresco.

Decía Jacinto BENAVENTE: «Ustedes, los políticos, son como los trajes; los desecha uno por deslucidos; una temporada en el armario y cuando va uno a ver, como nuevos». Así pues, y aunque para la ambición política de alguno pueda suponer un considerable sufrimiento abandonar los puestos de vanguardia, hacerlo es ley de vida. Y tranquilos, que siempre se puede volver, tras una temporada alejados de los focos, como los trajes desechados de BENAVENTE.

* Por espíritu de servicio

En ocasiones, y aunque una persona no sienta en lo más profundo de su ser esa ambición política a la que nos hemos referido, las circunstancias la empujan a decidir presentarse a unas elecciones. Y esas circunstancias, en el caso de las elecciones municipales, suelen ser dos:


	
• El cariño al pueblo o la ciudad en que se vive. 

	
• Y la presión, entendido este término en el mejor sentido, de sus habitantes. 



La situación descrita es mucho más frecuente de lo que a primera vista pueda pensarse: un hombre o una mujer que aman a su pueblo, que son considerados por sus conciudadanos como honrados, inteligentes, nobles, trabajadores y eficaces y que se ven impulsados, ante la ausencia de otras candidaturas de garantía, a tomar las riendas de la gestión municipal.

Como es lógico, nos parece absolutamente respetable y defendible tal actitud. Y como es lógico también, si el deseo del afectado es retornar cuanto antes a sus ocupaciones particulares, convendremos en desearle que, con la mayor brevedad, aparezca algún vocacional que, reuniendo sus mismas cualidades u otras igualmente apreciables, pueda librarle de la carga que por espíritu de servicio aceptó llevar.

* Por amistad

Puede parecer curioso que la amistad pueda ser una motivación a la hora de tomar una decisión como la de concurrir a unos comicios. Y, sin embargo, no es tan extraño. Podríamos decir que es la transposición al ámbito particular de lo analizado en el anterior epígrafe.

Imaginemos un candidato cabeza de lista por un partido o agrupación que debe confeccionar el resto de la candidatura. Pensemos igualmente que, por las circunstancias que sea, precisa contar con alguna persona que sea de su absoluta confianza.

El cabeza de lista tiene un amigo que reúne cualidades de inteligencia, eficacia, honradez y, sobre todo, lealtad y fidelidad. Y decide por ello pedirle que le acompañe en la aventura electoral y, si llega el caso, en la de gobierno. Y esta segunda persona, justamente por amistad y fidelidad, acepta.

Por supuesto, una situación como la descrita no deja de producirnos simpatía, porque hablamos de sentimientos nobles y ausencia de egoísmo.

Pero cuidado: en tanto reine la armonía entre los amigos, ninguna nube empañará el cielo; ahora bien, si por las causas que sean, la amistad se rompe, las consecuencias pueden ser impredecibles. Porque nadie nos conoce mejor que nuestro amigo, nadie sabe de nuestras virtudes y defectos como él y, transmutado en enemigo, podría ser el más terrible. Prueba de ello la encontramos en algunos casos de nuestra historia reciente que, por prudencia, nos abstenemos de identificar.

Así pues, quede el consejo. La amistad y la sintonía personal deben ser abonadas, cuidadas con mimo, fomentadas. El respeto al otro, sobre todo el del jefe al soldado, será la mejor medicina preventiva. Y recordemos que, muchas veces, los matrimonios por interés resultan mucho más duraderos que las uniones por amor.

En resumen:



	ALGUNAS RAZONES POSITIVAS PARA PRESENTARSE A UNAS ELECCIONES MUNICIPALES


	RAZÓN
	MOTIVACIÓN REAL





	Por rechazo a la gestión de quien gobierna
	«Puedo remediar la situación actual»



	Por legítima ambición política
	«Mis ideales al servicio de los ciudadanos»



	Por espíritu de servicio
	«Me debo a los electores»



	Por amistad
	«Confío en quien en mí confía»





2.2.  Objetivos y previsiones electorales

Evidentemente, un grupo que se sabe minoritario y conoce la imposibilidad real de triunfar en las elecciones nunca lo confesará en público y mantendrá hacia el exterior que su objetivo es ganar y gobernar, cuando en realidad se conformaría con obtener un grado de representación lo mayor posible que le permita influir en las decisiones o, al menos, crear opinión pública a través de su actuación.

De todas maneras, el examen de conciencia sincero del que venimos hablando a lo largo de estas páginas, debe alcanzar no sólo a las motivaciones que nos lleven a concurrir a los comicios, sino también a las previsiones de resultados que, de forma realista, podemos conseguir.

No queremos decir con ello que deba renunciarse a alcanzar metas mayores, sino simplemente que si desde el principio asumimos las propias limitaciones podremos, llegado el caso, evitar o atenuar la desmoralización que un mal resultado acarrearía. Porque lo cierto es que, de hecho, las sorpresas existen, aunque no abunden, y quién nos dice que los frutos no superarán a las expectativas.

Una campaña bien diseñada, un mensaje y unos candidatos atractivos, una correcta forma de transmitir pueden, unidos a circunstancias externas como la antipatía o el rechazo a otros candidatos, cambiar el curso de los acontecimientos.

Decía el cineasta francés François TRUFFAUT que un pesimista es un optimista bien informado. Tal afirmación contiene una fuerte dosis de realismo. La confusión entre deseo y realidad es generadora de frustración al comprobar que las cosas no son como pensábamos (más bien, como deseábamos) que fueran. Pero tampoco hacemos aquí una llamada al fatalismo.

El mero hecho de concurrir a unas elecciones denota una ilusión cierta por obtener unos resultados, por exiguos que sean, y desde luego por defender nuestro mensaje y nuestras ideas. Aunque de lo que no cabe duda es que perder el sentido de la realidad puede conducir al sentimiento de fracaso.

Así pues, resulta esencial la sinceridad con nosotros mismos, sinceridad que, como venimos diciendo, no tiene por qué trasladarse a los electores. De hecho, transmitir a los ciudadanos que nuestra oferta no puede triunfar llevará indudablemente a la desmovilización y a que muchos votos que en su momento podrían llegarnos vayan a parar a otras candidaturas o, todo lo más, se queden en casa.

Por otro lado, la previsión de resultados obliga a un segundo análisis en función de cuáles puedan ser aquéllos.

No es lo mismo elaborar un programa electoral que debe convertirse en programa de gobierno que hacerlo cuando estamos seguros de que es imposible que lleguemos a acceder al mismo. En su virtud, analizaremos por separado cada una de las posibles previsiones de resultados y su influencia en el programa electoral y los mensajes que debemos transmitir a la población.

2.2.1.  Objetivos electorales

Cuando nos planteamos los objetivos pretendidos al presentarnos a unas elecciones locales, en realidad nos estamos preguntando: ¿qué resultado quiero obtener? Y la respuesta no es simple, porque al hablar de objetivos y no de deseos estamos introduciendo un componente de realismo por lo general ausente de éstos. O, lo que es lo mismo, nos preguntamos qué resultado queremos obtener de entre todos los que, prudentemente, están a nuestro alcance.

Y básicamente, estos objetivos pueden ser tres (excluimos en principio el caso de que el objetivo perseguido sea el de no obtener representación, lo que se traduciría en una contradicción con el propio hecho de presentarse, si bien hasta cierto punto; ya lo veremos).

Con todo, en concreto podemos definir estos tres objetivos como siguen:


	
- Obtención de la mayoría absoluta. 

	
- Obtención de una mayoría relativa. 

	
- Obtención de representación. 



* Obtención de la mayoría absoluta

Es el primer gran objetivo cuya consecución persiguen cuantas formaciones concurren a un proceso electoral, por más que en ocasiones algún líder manifieste que las mayorías absolutas no son buenas (en realidad, si lo hace es porque sabe que su formación no es capaz de conseguirla de ningún modo).

La mayoría absoluta, evidentemente, abre todas las puertas y permite aplicar el programa electoral sin más limitaciones que las objetivas (carencia de presupuesto, falta de competencia administrativa para algunas actuaciones previstas, imposibilidad física o legal...). Limitaciones que, como es lógico, pueden venir dadas desde la exageración de las propuestas contenidas en el propio programa: al fin y al cabo, en política, siempre se promete más de lo que luego puede hacerse.

* Obtención de una mayoría relativa

Si consideramos la mayoría absoluta como inalcanzable, es probable que el objetivo nos lo marquemos en ser, al menos, la formación más votada.

Es aquí cuando los problemas comienzan a manifestarse, porque la formación que obtiene mayor número de votos puede verse abocada a distintas situaciones, cada una con unas características distintas que la harán, en todo caso, difícil de manejar, a saber:


	
• Gobernar en solitario, lo que implica que las propuestas que deban ser aprobadas por el Pleno de la Corporación municipal podrán ser bloqueadas desde los grupos de oposición, con lo que el gobierno local se resentirá, por supuesto, en su eficacia. 

	
• Gobernar en coalición con otra u otras formaciones, lo cual supondrá sin duda la renuncia al cumplimiento de una parte del programa propio, mayor cuanto más peso tengan las formaciones minoritarias que formen parte de la coalición. Y, por añadidura, suelen presentarse problemas de liderazgo, al querer cada formación adquirir un mayor protagonismo de cara a la opinión pública. 

	
• No gobernar, por hacerlo en coalición los grupos menos votados, en lo que, en cierto modo, podría constituir un fraude al electorado, al que probablemente se ha hurtado durante la campaña la intención de dichos grupos de gobernar juntos en el caso de no obtener por sí solos la mayoría. 



* Obtención de representación

Si pensamos que ganar, sea con mayoría absoluta, sea con mayoría relativa, es imposible, pretenderemos al menos obtener representación en la futura Corporación municipal. Y pretenderemos que ésta sea lo mayor posible.

En este caso, si otra formación obtiene mayoría absoluta, no les quedará a las otras más camino que ejercer la oposición, lo cual, dicho sea de paso, es tan digno como gobernar y presenta la ventaja de poder utilizar el instrumento de la demagogia (lo que no quiere decir que compartamos tal forma de actuación).

Si ninguna formación obtiene mayoría absoluta, podrán darse a su vez dos posibilidades:


	
• Que la formación más votada gobierne en minoría o en coalición con otras formaciones. 

	
• Que nuestro grupo se ponga de acuerdo con otras agrupaciones de forma que pueda gobernar a su vez en coalición. 



En este segundo caso, nos encontraríamos con el reverso de la moneda de la última situación analizada en el anterior epígrafe: seríamos nosotros los que colaboraríamos a ese cierto «fraude» al electorado. Y ni que decir tiene que los problemas derivados del protagonismo que cada grupo de la coalición pretendería conseguir serían también el pan nuestro de cada día.

2.2.2.  Previsiones electorales

Frente a los objetivos, que podríamos considerar, si la contradicción resulta admisible, como «deseos realistas», entran también en juego las previsiones.

No nos preguntamos ya qué resultado (realista) queremos obtener, sino qué resultado podemos obtener previsiblemente. Y, en principio, lo lógico es pensar que las previsiones estarán por debajo de las pretensiones lo que, adelantamos, no siempre sucede. Y hemos anticipado ya esta última posibilidad porque no son excepcionales las sorpresas. Sobre esta cuestión y las anteriores, se ahonda de forma más práctica en el capítulo de esta obra referido a la precampaña electoral.

Sin querer referirnos ahora a ejemplos concretos, con seguridad están en la mente de todos algunas situaciones en que una formación política se ha encontrado, sin siquiera soñarlo, con un resultado electoral mejor que la más optimista de sus previsiones. Y cuando un grupo accede al gobierno sin esperar hacerlo, el resultado es que se encuentra, y discúlpese la expresión, «más perdido que un pulpo en un garaje», con el añadido, además, de que probablemente su programa electoral resulta imposible de cumplir al haber sido elaborado desde la seguridad de la derrota.

Creemos conveniente, por ello, que las previsiones sean más abiertas que los objetivos y que incluyan tanto estos mismos como otros posibles y no descabellados.

Seguiremos, pues, con el mismo esquema de los epígrafes anteriores y nos referiremos a las previsiones siempre en relación con los objetivos:


	
- Mayoría absoluta. 

	
- Mayoría relativa. 

	
- Representación. 



* La mayoría absoluta

Una formación que espera (o mejor, desea de modo realista) obtener la mayoría absoluta debe, como es lógico, estar preparada para dicha situación o, lo que es lo mismo, para gobernar. Así pues, su programa electoral, que podrá serlo de gobierno en el futuro, debe ser realista y susceptible de ser cumplido.

Pero esa formación, a su vez, debe pensar en otras posibilidades en cuanto al resultado, y básicamente en una: ser el grupo más votado pero no obtener, pese a ello, la mayoría absoluta, lo que a su vez abre distintas posibilidades de futuro para las que debe estar preparado y a las que a continuación nos referimos:


	
A)Gobernar en minoría: debe dar por sentado que muchas de las propuestas del programa electoral, sobre todo las que tengan una mayor carga ideológica o un mayor coste económico, no van a poder ser cumplidas. Y es así porque la oposición cuenta con un arma formidable: el Presupuesto, a través del que se dota de financiación a las distintas actuaciones y que debe ser aprobado por el Pleno de la Corporación. La capacidad de negociación, de sumar voluntades, de «repartir juego» cediendo a veces el protagonismo a otros grupos pasarán a estar a la orden del día. Y ante dicha posibilidad no interesa, como es lógico, crispar demasiado las relaciones con otros grupos durante la campaña y la precampaña: pueden resultar necesarios más tarde. 

	
B)Gobernar en coalición con otros grupos: deberá calibrar bien las coincidencias en puntos programáticos que permitan el acuerdo de mandato, a la vez que tener en cuenta que el peso en el gobierno no será proporcional, normalmente, a los resultados obtenidos, sino que las fuerzas minoritarias de la coalición tendrán más poder que el que desde la pura proporcionalidad les correspondería. Así pues, tampoco interesa en este caso una campaña crispada, so pena de tener que ceder más de lo necesario. 

	
C)Ser el grupo más votado y no gobernar: en este caso, como es lógico, poco puede hacerse antes de las elecciones. Después, ya será otra cosa, y habrá llegado el momento de poner de relieve las contradicciones, la ineficacia y los errores de la coalición de gobierno, a la vez que el fraude a los electores que supone ese gobierno de coalición. 



* La mayoría relativa

Básicamente, la formación que se marcó como objetivo ser la lista más votada debe estar preparada además para dos eventualidades: gobernar o no hacerlo, lo que no requiere mayores explicaciones aparte de las ya mencionadas en los anteriores apartados. Pero además debe estar preparada para otras dos situaciones no esperadas, a saber:


	
A)Obtener la mayoría absoluta: evidentemente, un resultado así permitirá gobernar y llevar a cabo el cumplimiento del programa electoral que, toda vez que el objetivo era ganar, habrá sido confeccionado de forma realista, no precisándose del apoyo de otros grupos para llevarlo a cabo. 

	
B)No ser la formación más votada: este resultado, para quien esperaba ganar, no puede dejar de considerarse un fracaso. Sin embargo, no todo está perdido (salvo, por supuesto, el caso de que una formación obtenga la mayoría absoluta). Será, pues, el momento de negociar con otros grupos, sea el mayoritario u otros minoritarios, la posibilidad de una coalición de gobierno, lo que exige flexibilidad y renuncia a parte de nuestro programa y al protagonismo que esperábamos conseguir. 



* La representación

Un objetivo como el citado puede responder en realidad a varios distintos.

Para algunas formaciones, el mero hecho de obtener uno o dos Concejales en los comicios podría constituir un éxito notable; otras, en cambio, esperarán llegar a ser el primer grupo de la oposición.

Las primeras deben tener en cuenta dos posibilidades básicas:


	
• Una de ellas, la positiva, que ningún grupo obtenga mayoría absoluta, con lo que su representación, por mínima que sea, puede resultar fundamental a la hora de formar gobierno.

	
• La otra, la negativa, sería la contraria: no obtener representación de ninguna clase, lo que exige la asunción del resultado y seguir trabajando para mejor ocasión. 



Mayor interés pueden tener los resultados obtenidos por la formación que esperaba constituirse en el principal grupo de la oposición. Porque puede suceder, en primer lugar, que se produzca la sorpresa y resulte ser la triunfadora en las elecciones. Y debe estar preparada para ello, lo que exige que su programa electoral se vacíe en lo posible de promesas demagógicas que en caso de gobernar no podría llevar a cabo.

Es seguro que esa situación será aprovechada por el resto de los grupos, que se dedicarán a lo largo del mandato a resaltar los incumplimientos constantes de la formación de gobierno, con el consiguiente desprestigio que una situación así lleva aparejado y el subsiguiente castigo en las urnas. La sorpresa es posible y, por tanto, debemos estar preparados.

Si, por el contrario, la representación es menor que la esperada, valga todo lo dicho hasta ahora sobre negociaciones o posibles coaliciones de gobierno.

Como resumen a este apartado referido a objetivos y previsiones electorales, el siguiente cuadro muestra a la izquierda los objetivos «perseguidos» y a la derecha los resultados «previsibles», coincidentes o no con los primeros como veremos más detenidamente en capítulos posteriores de esta obra.



	OBJETIVOS Y PREVISIONES ELECTORALES


	OBJETIVOS
	PREVISIONES





	Mayoría absoluta
	
— Gobierno en mayoría

— Gobierno en minoría

— Gobierno en coalición

— Oposición mayoritaria





	Mayoría relativa
	
— Gobierno en minoría

— Gobierno en coalición

— Gobierno en mayoría

— Oposición mayoritaria





	Oposición mayoritaria
	
— Oposición mayoritaria

— Gobierno en coalición

— Gobierno en minoría

— Oposición minoritaria





	Oposición minoritaria
	
— Oposición minoritaria

— Oposición mayoritaria

— Gobierno en coalición

— Falta de representación







2.3.  Formas de concurrir a unas elecciones municipales

El art. 44 de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General (en adelante, LOREG), aplicable, entre otras, a las elecciones de los miembros de las Corporaciones municipales, dispone:


«1. Pueden presentar candidatos o listas de candidatos:

a) Los partidos y federaciones inscritos en el registro correspondiente.

b) Las coaliciones constituidas según lo dispuesto en el apartado siguiente.

c) Las agrupaciones de electores que reúnan los requisitos establecidos por las disposiciones especiales de la presente Ley.»



Por otra parte, la Ley 6/2002, de 27 de junio, de Partidos Políticos, reconoce que «los partidos políticos podrán constituir e inscribir federaciones, confederaciones y uniones de partidos mediante el cumplimiento de lo previsto en el presente capítulo y previo acuerdo expreso de sus órganos competentes».

Así pues, parece que podemos realizar una primera distinción de las formaciones políticas según deban estar inscritas (partidos políticos, federaciones, confederaciones y uniones de partidos), o no (agrupaciones de electores y coaliciones electorales) en el Registro de Partidos Políticos del Ministerio del Interior.

De esta manera podemos definir en sentido amplio una formación política como una asociación que tiene como fines esenciales contribuir democráticamente a la determinación de la política nacional y a la formación de la voluntad política de los ciudadanos, así como promover su participación en las instituciones representativas de carácter político mediante la formación de programas, la presentación y apoyo de candidatos en las correspondientes elecciones y la realización de cualquier otra actividad necesaria para el cumplimiento de aquellos fines.

Vistas las distintas posibilidades que se presentan a la hora de decidir el envoltorio formal de una candidatura, y con el fin de analizar los pros y contras de cada una de dichas posibilidades, procederemos al estudio separado de las mismas.

2.3.1.  Las agrupaciones de electores

Son formaciones políticas que se constituyen con el aval de un número variable de firmas de electores del Municipio correspondiente, y sólo y exclusivamente para poder presentar candidatura en un proceso electoral concreto y determinado. No tienen, pues vocación alguna de permanencia y, de hecho, si quieren presentarse en otro proceso electoral, ha de procederse a la nueva recogida de las firmas.

En concreto, el art. 187.3 de la LOREG dispone:


«Para presentar candidatura, las agrupaciones de electores necesitan un número de firmas de los inscritos en el censo electoral del Municipio, que deberán ser autenticadas notarialmente o por el Secretario de la Corporación municipal correspondiente, determinado conforme al siguiente baremo:

a) En los Municipios de menos de 5.000 habitantes no menos del 1% de los inscritos siempre que el número de firmantes sea más del doble que el de Concejales a elegir.

b) En los comprendidos entre 5.001 y 10.000 habitantes al menos 100 firmas.

c) En los comprendidos entre 10.001 y 50.000 habitantes al menos 500 firmas.

d) En los comprendidos entre 50.001 y 150.000 habitantes al menos 1.500 firmas.

e) En los comprendidos entre 150.001 y 300.000 habitantes al menos 3.000 firmas.

f) En los comprendidos entre 300.001 y 1.000.000 de habitantes al menos 5.000 firmas.

g) En los demás casos al menos 8.000 firmas».



A la vista de dicha regulación, la posibilidad de constituir una agrupación electoral podría resultar aconsejable en Municipio de tamaño pequeño y medio (hasta 10.000 habitantes).

En Municipios mayores, obtener el número de avales precisos con los requisitos legales (autenticación ante Notario o ante el Secretario de la Corporación) puede convertirse en una labor extraordinariamente ardua.

Las agrupaciones electorales, por otra parte, presentan la ventaja de que los miembros de la candidatura y, en última instancia, quienes de entre ellos resulten elegidos gozarán del control absoluto de sus decisiones, al no estar vinculados con una organización externa como lo sería un partido político.

Queremos decir con ello que la agrupación electoral, como organización, desaparece con la celebración de los comicios, quedando únicamente de forma residual los miembros no elegidos de la lista, que pasarán a cubrir, por orden numérico, las vacantes que pudieran producirse en el futuro entre los elegidos de dicha lista.

No obstante lo anterior, y en la práctica, las agrupaciones electorales suelen contar con una organización externa, no necesariamente constituida de modo formal, en la que se mantiene un cierto debate sobre las actuaciones que los candidatos elegidos deben llevar a cabo. Con el transcurso del mandato, dicha actividad externa va normalmente decayendo, una vez que el efecto de implicación electoral se reduce.

Por último, y por lo que se refiere a la forma de prestar los avales por parte de los ciudadanos a favor de una agrupación electoral, nos inclinamos porque lo sea ante el Secretario de la Corporación, y ello por dos motivos: por una parte, evita gastos innecesarios; por otra, el hecho de que los avalistas «pisen» el Ayuntamiento sirve para darles fuerza para la campaña que se avecina.

2.3.2.  Las coaliciones electorales

Son formaciones de carácter temporal, constituidas por partidos y/o federaciones, cuya finalidad es la de presentar candidaturas en un proceso electoral concreto.

Por su propia naturaleza una vez celebrado el proceso deberían extinguirse todas las relaciones entre los componentes, si bien en la práctica suele ser habitual que las mismas se mantengan durante toda la vigencia del mandato de los elegidos, si hubieran logrado algún candidato electo.

No existe un Registro específico de coaliciones, debiéndose comunicar la constitución de la coalición a la Junta Electoral Provincial o la de Zona, según el tipo de proceso que se trate.

Su regulación se encuentra contenida en el art. 44.2 de la LOREG, que establece:

«Los partidos y federaciones que establezcan un pacto de coalición para concurrir conjuntamente a una elección deben comunicarlo a la Junta competente, en los diez días siguientes a la convocatoria. En la referida comunicación se debe hacer constar la denominación de la coalición, las normas por las que se rige y las personas titulares de sus órganos de dirección o coordinación».


Una coalición electoral se constituye, pues, antes de las elecciones y con el fin de concurrir a las mismas, a diferencia de la coalición de gobierno, constituida por miembros de formaciones que concurrieron a los comicios por separado. Por tanto, el programa de la coalición electoral será único para todas las formaciones que formen parte de la misma, lo que indudablemente debe facilitar la gobernación posterior, aunque será relativamente normal que surjan problemas de liderazgo y protagonismo, tanto antes como después de los comicios, problemas a los que debe darse solución desde la generosidad y el realismo.

2.3.3.  Los partidos políticos

Junto a las agrupaciones y coaliciones electorales, y constituyendo la forma organizativa fundamental para concurrir a los distintos procesos electorales, se encuentran los partidos políticos.

El art. 6 de la Constitución Española establece:

«Los partidos políticos expresan el pluralismo político, concurren a la formación y manifestación de la voluntad popular y son instrumento fundamental para la participación política. Su creación y el ejercicio de su actividad son libres dentro del respeto a la Constitución y a la Ley. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser democráticos».


Los partidos políticos obtienen, así, su consagración constitucional como instituciones básicas de la participación política, y podemos definirlos como aquellas asociaciones de carácter privado inscritas como tales en el Registro de Partidos Políticos dependiente del Ministerio del Interior, lo que le concede determinados derechos y le impone unas obligaciones.

Los partidos políticos son, pues, entes privados de base asociativa que forman parte esencial de la arquitectura constitucional lo que les otorga una cierta garantía institucional, cuya organización y funcionamiento deben ser democráticos y su actuación, sujeta a la Constitución y a las Leyes.

Su finalidad es la de aunar convicciones y esfuerzos para incidir en la dirección democrática de los asuntos públicos, contribuir al funcionamiento institucional y provocar cambios y mejoras desde el ejercicio del poder político.

Se rigen por el principio de Libertad, que tiene una triple vertiente:


	
•Libertad positiva de creación: los españoles podrán crear libremente partidos políticos conforme a lo dispuesto en la Constitución y Ley Orgánica 6/2002, de 27 de junio, de Partidos Políticos. 

	
•Libertad positiva de afiliación: la afiliación a un partido político es libre y voluntaria. 

	
•Libertad negativa de pertenencia o participación: nadie puede ser obligado a constituir un partido o a integrarse o permanecer en el mismo. 



Sobre los partidos políticos, hay otros importantes aspectos a tener en cuenta, como con son los siguientes:


	
- El régimen jurídico. 

	
- El procedimiento de constitución de los mismos. 

	
- La inscripción en el Registro de Partidos Políticos y adquisición de personalidad jurídica. 

	
- La definición de la organización, funcionamiento y actividad del partido. 

	
- Los derechos y obligaciones de los afiliados. 

	
- Los límites del partido. 

	
- Su disolución y suspensión judicial. 

	
- Los efectos de la disolución judicial. 

	
- Y sus Estatutos. 



* El régimen jurídico

El régimen jurídico de los partidos políticos se encuentra recogido en las siguientes normas:


	
- Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General. 

	
- Ley Orgánica 1/2002, reguladora del Derecho de Asociación. 

	
- Ley Orgánica 6/2002, de 27 de junio, de Partidos Políticos. 

	
- Ley Orgánica 3/1987, de 2 de julio, sobre Financiación de los Partidos Políticos. 

	
- Real Decreto 2281/1976, de 16 de septiembre, por el que se regula el Registro de Asociaciones Políticas. 



* Procedimiento de constitución

El acuerdo de constitución se formalizará mediante Acta fundacional, que deberá constar en documento público y contener:


	
1. Identificación personal de los promotores que, en número mínimo de tres, deben ser: 
	
- Personas físicas. 

	
- Mayores de edad. 

	
- En el pleno ejercicio de sus derechos. 

	
- No sujetos a ninguna condición legal para el ejercicio de sus derechos. 

	
- No penalmente condenados por asociación ilícita. 

	
- No hayan sido penalmente condenados por algunos de los delitos graves previstos en los Títulos XXI a XXIV del Código Penal. (No afecta a los judicialmente rehabilitados.) 





	
2. Denominación del partido, que a su vez: 
	
- No podrá incluir términos o expresiones que induzcan a error o confusión sobre su identidad. 

	
- No podrá ser contraria a las Leyes o los derechos fundamentales de las personas. 

	
- No podrá coincidir, asemejarse o identificarse, aun fonéticamente, con la de ningún otro partido previamente inscrito en el Registro o declarado ilegal, disuelto o suspendido por decisión judicial. 

	
- No podrá coincidir con la identificación de personas físicas ni con la denominación de entidades preexistentes o marcas registradas. 





	
3. Integrantes de los órganos directivos provisionales. 

	
4. Domicilio social. 

	
5. Estatutos del partido. 



* Inscripción en el Registro de Partidos Políticos y adquisición de personalidad Jurídica (se adjunta como Anexo 1 un modelo de solicitud de inscripción)

La documentación citada en el apartado anterior debe presentarse en el Registro de Partidos Políticos (Ministerio del Interior, Registro de Partidos Políticos. C/ Amador de los Ríos, 7. 28071-Madrid).

A partir de ese momento comienza a computar el plazo de 20 días que el encargado del Registro tiene para proceder a su inscripción y consiguiente adquisición de personalidad jurídica. No obstante, ese plazo podrá quedar suspendido en los siguientes supuestos:


	
- Cuando se adviertan defectos formales en el acta fundacional, en la documentación que la acompaña o cuando los proponentes carezcan de capacidad. El plazo se suspenderá desde el momento de la notificación de los defectos y se reanudará una vez que los mismos hayan sido corregidos. 

	
- Cuando de la documentación presentada se deduzcan indicios racionales en relación con la ilicitud penal del partido, el Ministerio del Interior lo pondrá en conocimiento del Ministerio Fiscal, dentro del plazo de veinte días indicado, mediante resolución fundada acompañada de los elementos probatorios disponibles. La suspensión será durante todo el tiempo que medie hasta la devolución del expediente por comunicación fundada en la no apreciación de motivos suficientes de ilicitud penal o hasta que el Juez penal resuelva. 

	
- Cuando se persiguiese la inscripción de un partido que pretenda continuar o suceder la actividad de otro declarado ilegal y disuelto. En este caso, se actuará conforme al art. 12 de la LO 6/2002, reguladora del Derecho de Asociación. 



Si no existe motivo para la suspensión, a los 20 días como muy tarde -o antes si se procede antes a la inscripción- el partido político adquiere personalidad jurídica, lo que implica hacer pública su constitución y Estatutos, vincular a los poderes públicos, y tener garantía tanto para los terceros como para sus propios miembros.

La inscripción en el Registro producirá efectos indefinidamente mientras no se anote su suspensión o disolución. Las actuaciones administrativas relacionadas con la inscripción podrán recurrirse ante la jurisdicción contencioso-administrativa.

* Organización, funcionamiento y actividad del partido


	
- La organización, funcionamiento y actividad se ajustarán a los principios democráticos y a lo dispuesto en la Constitución y en las Leyes. 

	
- La estructura interna deberá ser democrática y tener una Asamblea General del conjunto de sus miembros como órgano superior de gobierno del partido (fijará el acuerdo de disolución). 

	
- Los órganos directivos se determinarán en los Estatutos y deberán ser provistos mediante sufragio libre y secreto. 

	
- Se deben fijar para los órganos colegiados unos plazos de convocatoria suficientes para preparar los asuntos a debate, el número de miembros requeridos, unas reglas de deliberación y la mayoría requerida para adoptar acuerdos. 

	
- Se deben establecer procedimientos de control democrático de los dirigentes elegidos. 



* Derechos y obligaciones de los afiliados


	
A) Derechos 
	
- A participar en las actividades y en los órganos de gobierno y representación, a ejercer el derecho de voto, así como asistir a la Asamblea General. 

	
- A ser electores y elegibles para los cargos del partido. 

	
- A ser informados de la composición de los órganos directivos y de administración. 

	
- A ser informados de las decisiones adoptadas sobre las actividades realizadas y sobre la situación económica. 

	
- A impugnar los acuerdos del partido que estimen contrarios a la Ley o los Estatutos. 

	
- La expulsión o privación de derechos de afiliados sólo podrá imponerse mediante procedimientos contradictorios que garanticen: ser informados de los hechos, ser oídos con carácter previo a la adopción de medidas represivas, que la sanción sea motivada y que pueda interponerse recurso interno. 





	
B) Obligaciones 
	
- Compartir las finalidades del partido y colaborar a su consecución. 

	
- Respetar lo dispuesto en los Estatutos y las Leyes. 

	
- Acatar y cumplir los acuerdos válidamente adoptados por los órganos directivos. 

	
- Abonar las cuotas y otras aportaciones que con arreglo a los Estatutos correspondan. 







* Límites de un partido

La actividad de los partidos políticos debe respetar los valores constitucionales, expresados en los principios democráticos y en los derechos humanos. Un partido será declarado ilegal y por lo tanto disuelto, cuando en su actividad se vulneren dichos principios, mediante algunas de las siguientes conductas, realizadas de forma reiterada y grave:


	
- Cuando se promuevan, se justifiquen o exculpen los atentados contra la vida o la integridad de las personas. 

	
- Cuando se excluyan o se persigan personas por razón de su ideología, religión o creencias, nacionalidad, raza, sexo u orientación sexual. 

	
- Cuando se fomente, propicie o legitime la violencia como método para la consecución de objetivos políticos o para hacer desaparecer las condiciones para el ejercicio de la democracia, del pluralismo y de las libertades públicas. 

	
- Cuando se complemente o apoye políticamente la acción de organizaciones terroristas para la consecución de sus fines de subvertir el orden constitucional o alterar gravemente la paz pública, mediante la repetición o acumulación de alguna de las siguientes conductas: 

	
- Dar apoyo expreso o tácito al terrorismo, legitimando acciones terroristas o exculpando y minimizando su significado y la violación de derechos fundamentales que comporta. 

	
- Acompañar la acción de la violencia con programas y actuaciones que fomentan una cultura de enfrentamiento y confrontación civil o que persigan intimidar, hacer desistir, neutralizar o aislar socialmente a quienes se oponen a la misma. 

	
- Incluir en sus órganos directivos o listas electorales personas condenadas por delitos de terrorismo que no hayan rechazado públicamente los fines y los medios terroristas o mantener un amplio número de afiliados con militancia también en organizaciones terroristas o violentas. 

	
- Utilizar símbolos, mensajes o elementos que representen o se identifiquen con el terrorismo o la violencia y con las conductas asociadas al mismo. 

	
- Ceder a los terroristas los derechos u prerrogativas que la legislación electoral concede a los partidos políticos. 

	
- Colaborar habitualmente con entidades o grupos que actúan de forma sistemática de acuerdo con una organización terrorista o violenta, o que amparen o apoyen el terrorismo. 

	
- Apoyar desde las instituciones en las que se gobierna con cualquier tipo de medidas a los terroristas o colaboradores de los mismos. 

	
- Promover, dar cobertura o participar en actividades que supongan recompensas, homenajes o dignificar a quienes cometan acciones terroristas o colaboren con las mismas. 

	
- Dar cobertura a las acciones de desorden, intimidación o coacción social vinculadas al terrorismo o la violencia. 



* Disolución y suspensión judiciales

La disolución de un partido sólo puede producirse:


	
- Por decisión voluntaria de sus miembros. 

	
- Por decisión de la autoridad judicial competente. 



La disolución surtirá efecto desde su anotación en el Registro de Partidos Políticos, previa notificación del propio partido o del órgano judicial que decrete la disolución.

La disolución judicial será acordada:


	
- Cuando el partido incurra en supuestos tipificados como asociación ilícita en el Código Penal (será resuelta por el Juez Penal competente de acuerdo con la Ley Orgánica del Poder Judicial, de la Ley de Enjuiciamiento Criminal y el Código Penal). 

	
- Cuando vulnere de forma continuada, reiterada y grave la exigencia de una estructura interna y funcionamiento democrático (será resuelta por la Sala especial del Tribunal Supremo regulada en el art. 61 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, conductas de los arts. 7 y 8 de la LO 6/2002). 

	
- Cuando de forma reiterada y grave su actividad vulnere los principios democráticos o persiga deteriorar o destruir el régimen de libertades o imposibilitar o eliminar el sistema democrático (será resuelta por la Sala especial del Tribunal Supremo regulada en el art. 61 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, conductas del art. 9 de la LO 6/2002). 



La suspensión judicial procederá:


	
- Si lo dispone el Código Penal. 

	
- Como medida cautelar, por lo dispuesto en la Ley de Enjuiciamiento Criminal. 

	
- En los términos del apartado 8 del art. 11 de la LO 6/2002. 



La eventual coincidencia de los procedimientos judiciales previstos, no interferirá la continuación de ambos hasta su finalización, produciendo cada uno de ellos los correspondientes efectos. No podrá acordarse la disolución voluntaria cuando se haya iniciado un proceso de declaración judicial de ilegalidad.

* Efectos de la disolución judicial


	
- Notificada la sentencia, procederá el cese inmediato de toda la actividad del partido disuelto. 

	
- Se presumirá fraudulento y no procederá la creación de un nuevo partido político o la utilización de otro ya inscrito en el Registro, que continúe o suceda la actividad de un partido declarado ilegal y disuelto. 

	
- Tres liquidadores designados por la Sala sentenciadora realizarán el proceso de liquidación patrimonial, destinando el Tesoro el patrimonio neto resultante a actividades de interés social o humanitario. 

	
- Por la Sala sentenciadora, previa audiencia de los interesados, se podrá declarar la improcedencia de la continuidad o sucesión de un partido disuelto. Ese pronunciamiento de la Sala se podrá instar por las partes en el proceso, el Ministerio del Interior y el Ministerio Fiscal (supuesto de que se presente su inscripción de acuerdo con los arts. 4 y 5 de la LO 6/2002) 



* Estatutos de un partido político (se adjunta como Anexo 2 un modelo de Estatutos)


	
- Escrito de solicitud de inscripción, de conformidad con el modelo incluido en el epígrafe anterior. Junto a dicha solicitud, se acompañará Acuerdo de Constitución, formalizado debidamente en ACTA NOTARIAL, que deberá contener la siguiente información: 

	
- Nombre de los promotores, con expresa constancia de sus datos personales (nombre y apellidos, número del documento nacional de identidad, domicilio, profesión...). Es necesario que haya por lo menos 3 promotores. Podrán ser promotores las personas físicas, mayores de edad, que se encuentren en el pleno ejercicio de sus derechos, no estén sujetos a ninguna condición legal para el ejercicio de los mismos y no hayan sido penalmente condenados por asociación ilícita, o por alguno de los delitos graves previstos en los Títulos XXI a XXIV del Código Penal. Esta última causa de incapacidad no afectará a quienes hayan sido judicialmente rehabilitados (art. 2.1 Ley Orgánica 6/2002, de 27 de junio). 
	
• Integrantes de los órganos directivos provisionales. 

	
• Domicilio social. 

	
• Estatutos por los que se regirá el partido, de conformidad con el modelo que se incluye en el epígrafe siguiente u otro que cumpla los mismos requisitos. 





	
- La solicitud se dirigirá al Ministerio del Interior. Registro de Partidos Políticos, c/ Amador de los Ríos, n.º 7. 28071MADRID. Para cualquier consulta o aclaración, puede llamarse a los números de teléfono siguientes: 915371255 - 915371043. 



2.4.  El procedimiento electoral. Aspectos legales

Incluimos en este interesante apartado, los siguientes epígrafes:


	
- Planteamiento. 

	
- El derecho de sufragio activo. 

	
- El derecho de sufragio pasivo. 

	
- La Administración Electoral. 

	
- El Censo Electoral. 

	
- La convocatoria de elecciones. 

	
- El procedimiento electoral propiamente dicho. 



2.4.1.  Planteamiento

El procedimiento electoral viene regulado en la Ley Orgánica 5/1985 del Régimen Electoral General, que pretende lograr un marco estable para que las decisiones políticas en las que se refleja el derecho de sufragio se realicen en plena libertad. Éste es, sin duda, y como en su Preámbulo se dice, el objetivo esencial en el que se debe enmarcar toda Ley Electoral de una democracia.

Cabe destacar que nuestro análisis de la Ley se centra especialmente en procesos electorales de carácter local aplicable a Municipios de más de 250 habitantes.

Nos encontramos ante el desarrollo de una de las normas fundamentales de un Estado democrático, en tanto que sólo nos podemos afirmar en democracia cuando el pueblo puede libremente constituir la decisión mayoritaria de los asuntos de gobierno.

La Constitución Española se inscribe, de forma inequívoca, entre las constituciones democráticas más avanzadas del mundo occidental, y por ello establece las bases de un mecanismo que hace posible, dentro de la plena garantía del resto de las libertades políticas, la alternancia en el poder de las distintas opciones derivadas del pluralismo político de nuestra sociedad.

Estos principios tienen su plasmación en una norma como la comentada que articula el procedimiento de emanación de la voluntad mayoritaria del pueblo en las diversas instancias representativas en las que se articula el Estado español y que parte, de un lado, de la necesidad de dotar de un tratamiento unificado y global al variado conjunto de materias comprendidas bajo el epígrafe «Ley Electoral General» y, de otro, la de regular las especificidades de cada uno de los procesos electorales.

La Ley partió, por lo tanto, de esta doble filosofía:


	
- Pretende cumplir un imperativo constitucional. 

	
- Y lo pretende hacer desde la globalidad que la propia Constitución impone. 



La Ley Orgánica del Régimen Electoral General está estructurada precisamente para el cumplimiento de ambos fines. En ella se plantea una división fundamental entre disposiciones generales para toda elección por sufragio universal directo y de aplicación en todo proceso electoral, y normas que se refieren a los diferentes tipos de elecciones políticas y son una modulación de los principios generales a las peculiaridades propias de los procesos electorales que el Estado debe regular.

La presente Ley Orgánica del Régimen Electoral General es, pues, de aplicación:


	
a) A las elecciones de Diputados y Senadores a Cortes Generales. 

	
b) A las elecciones de los miembros de las Corporaciones Locales, que son las que fundamentalmente nos interesan en el presente trabajo. 

	
c) A las elecciones de los Diputados del Parlamento Europeo. 

	
d) Asimismo, en los términos que establece la Disposición Adicional Primera de la misma Ley, es de aplicación a las elecciones a las Asambleas de las Comunidades Autónomas, y tiene carácter supletorio de la legislación autonómica en la materia. 



2.4.2.  El derecho de sufragio activo

Es el derecho a participar como elector en un proceso electoral, por oposición al derecho de sufragio pasivo que se corresponde con el de ser candidato, y por lo tanto elegible, en dichos procesos.

En principio, el derecho de sufragio corresponde a los españoles mayores de edad inscritos en el censo electoral, condición indispensable ésta, que no estén comprendidos en ninguno de los supuestos previstos en la propia Ley y que son los siguientes:


	
• Los condenados por sentencia judicial firme a la pena principal o accesoria de privación del derecho de sufragio durante el tiempo de su cumplimiento. 

	
• Los declarados incapaces en virtud de sentencia judicial firme, siempre que la misma declare expresamente la incapacidad para el ejercicio del derecho de sufragio. 

	
• Los internados en un hospital psiquiátrico con autorización judicial, durante el período que dure su internamiento siempre que en la autorización el Juez declare expresamente la incapacidad para el ejercicio del derecho de sufragio. 



El derecho de sufragio, esto es, el voto, se ejerce personalmente en la Sección en la que el elector se halle inscrito según el censo y en la Mesa Electoral que le corresponda, sin perjuicio de las disposiciones previstas en la propia Ley para el voto por correspondencia y el voto de los Interventores de las formaciones concurrentes a las elecciones, cuestión esta última de la que hablaremos en su momento.

Como es lógico, nadie puede votar más de una vez en unas mismas elecciones (principio de «un hombre, un voto»), ni puede ser obligado o coaccionado bajo ningún pretexto en el ejercicio de su derecho de sufragio, ni a revelar su voto.

Bien es cierto que, tristemente, en determinadas ocasiones hemos podido asistir al espectáculo de grupos violentos que han pretendido condicionar el ejercicio del derecho al voto de los electores en determinados territorios de nuestra nación, por lo que mejor que decir que nadie «puede» debería decirse que nadie «debe».

Hemos dicho que en principio el derecho de sufragio corresponde a los españoles mayores de edad. No obstante, hemos de tener en cuenta que dicho principio varía en el caso de las elecciones municipales, para lo que la Ley establece unos requisitos específicos. En concreto, su art. 176 dispone que gozan del derecho de sufragio activo en las elecciones municipales, además de las anteriores, las siguientes personas:


	
• Los residentes extranjeros en España cuyos respectivos países permitan el voto a los españoles en dichas elecciones, en los términos de un tratado. 

	
• Todas las personas residentes en España que, sin haber adquirido la nacionalidad española, tengan la condición de ciudadanos de la Unión Europea según lo previsto en el párrafo 2 del apartado 1 del art. 8 del Tratado constitutivo de la Comunidad Europea. 



Todo ello siempre que, por supuesto, reúnan los requisitos para ser elector exigidos por la Ley para los españoles y hayan manifestado su voluntad de ejercer el derecho de sufragio activo en España.

2.4.3.  El derecho de sufragio pasivo

En principio, son elegibles los españoles mayores de edad, que poseyendo la cualidad de elector, no se encuentren incursos en alguna de las causas de inelegibilidad establecidas en la Ley y que, en concreto, son las siguientes:


	
- Los miembros de la Familia Real Española incluidos en el Registro Civil que regula el Real Decreto 2917/1981, de 27 de noviembre, así como sus cónyuges. 

	
- Los Presidentes del Tribunal Constitucional, del Tribunal Supremo, del Consejo de Estado, del Tribunal de Cuentas, y del Consejo a que hace referencia el art. 131.2 de la Constitución (Consejo Económico y Social). 

	
- Los Magistrados del Tribunal Constitucional, los Vocales del Consejo General del Poder Judicial, los Consejeros Permanentes del Consejo de Estado y los Consejeros del Tribunal de Cuentas. 

	
- El Defensor del Pueblo y sus adjuntos. 

	
- El Fiscal General del Estado. 

	
- Los Subsecretarios, Secretarios Generales, Directores Generales de los Departamentos Ministeriales y los equiparados a ellos; en particular los Directores de los Departamentos del Gabinete de la Presidencia del Gobierno y los Directores de los Gabinetes de los Ministros y de los Secretarios de Estado. 

	
- Los Jefes de Misión acreditados, con carácter de residentes, ante un Estado extranjero u organismo internacional. 

	
- Los Magistrados, Jueces y Fiscales que se hallen en situación de activo. 

	
- Los militares profesionales y de complemento y miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y Policía, en activo. 

	
- Los Presidentes, Vocales y Secretarios de las Juntas Electorales. 

	
- Los Delegados del Gobierno en las Comunidades Autónomas, los Gobernadores y Subgobernadores Civiles y las autoridades similares con distinta competencia territorial. 

	
- El Director General de RTVE y los Directores de las Sociedades de este Ente Público. 

	
- Los Presidentes, Directores y cargos asimilados de las Entidades estatales autónomas con competencia en todo el territorio nacional, así como los Delegados del Gobierno en las mismas. 

	
- Los Presidentes y Directores Generales de las Entidades Gestoras de la Seguridad Social con competencia en todo el territorio nacional. 

	
- El Director de la Oficina del Censo Electoral. 

	
- El Gobernador y Subgobernador del Banco de España y los Presidentes y Directores del Instituto de Crédito Oficial y de las demás Entidades oficiales de crédito. 

	
- El Presidente, los Consejeros y el Secretario General del Consejo General de Seguridad Nuclear. 

	
- Los condenados por sentencia firme, a pena privativa de libertad, en el período que dure la pena. 

	
- Los condenados por sentencia, aunque no sea firme, por delitos de rebelión, de terrorismo, o contra las Instituciones del Estado cuando la misma haya establecido la pena de inhabilitación para el ejercicio del derecho de sufragio pasivo en los términos previstos en la legislación penal. 



Igualmente, y durante su mandato, no serán elegibles por las circunscripciones electorales comprendidas en todo o en parte en el ámbito territorial de su jurisdicción:


	
- Quien ejerza la función de mayor nivel de cada Ministerio en las distintas demarcaciones territoriales de ámbito inferior al estatal. 

	
- Los Presidentes, Directores y cargos asimilados de Entidades Autónomas de competencia territorial limitada, así como los Delegados del Gobierno en las mismas. 

	
- Los Delegados territoriales de RTVE y los Directores de las Entidades de Radiotelevisión dependientes de las Comunidades Autónomas. 

	
- Los Presidentes y Directores de los órganos periféricos de las Entidades Gestoras de la Seguridad Social. 

	
- Los Secretarios Generales de las Delegaciones del Gobierno y de los Gobiernos Civiles. 

	
- Los Delegados Provinciales de la Oficina del Censo Electoral. 



Vemos, pues, que las causas de inelegibilidad se corresponden, fundamentalmente, con dos grupos:


	
• Por un lado, el de los miembros de determinadas instituciones del Estado cuya independencia es preciso preservar. 

	
• Y por otro, el de los condenados penalmente en determinadas condiciones. 



La calificación de inelegible procederá respecto de quienes incurran en alguna de las causas mencionadas anteriormente, el mismo día de la presentación de su candidatura, o en cualquier momento posterior hasta la celebración de las elecciones.

Es importante señalar que, no obstante lo dispuesto en la Ley de tener la condición de elector para poder ser a su vez elegible, los que aspiren a ser proclamados candidatos y no figuren incluidos en las listas del censo electoral, podrán serlo, siempre que con la solicitud acrediten de modo fehaciente que reúnen todas las condiciones exigidas para ello.

Como ya sucedía en el caso del derecho de sufragio activo, para el de sufragio pasivo también existen normas específicas que amplían la condición de elegible a personas que en principio no la tendrían, y en concreto a las residentes en España que:


	
• Tengan la condición de ciudadanos de la Unión Europea según lo previsto en el Tratado constitutivo de la Comunidad Europea, o bien, sean nacionales de países que otorguen a los ciudadanos españoles el derecho de sufragio pasivo en sus elecciones municipales en los términos de un Tratado. 

	
• Reúnan los requisitos para ser elegibles exigidos en esta Ley para los españoles. 

	
• No hayan sido desposeídos del derecho de sufragio pasivo en su estado de origen. 



Además de los casos señalados anteriormente, son inelegibles para el cargo de Alcalde o Concejal los deudores directos o subsidiarios de la correspondiente corporación local contra quienes se hubiera expedido mandamiento de apremio por resolución judicial. Y resaltamos que debe ser por resolución judicial porque, como ya sabemos, la resolución podría ser meramente administrativa (providencia de apremio dictada por el Tesorero municipal), la cual no llevaría aparejada la condición de inelegible.

Las causas de inelegibilidad mencionadas anteriormente los son también de incompatibilidad con la condición de Concejal, siendo igualmente incompatibles las siguientes personas:


	
a) Los Abogados y Procuradores que dirijan o representen a partes en procedimientos judiciales o administrativos contra la Corporación, con excepción de las acciones a que se refiere el art. 63.1 b) de la Ley Reguladora de las Bases de Régimen Local (miembros de la Corporación que hubieran votado en su momento en contra del acto o acuerdo objeto de recurso). 

	
b) Los Directores de Servicios, funcionarios o restante personal en activo del respectivo Ayuntamiento y de las entidades y establecimientos dependientes de él. 

	
c) Los Directores Generales o asimilados de las Cajas de Ahorro Provinciales y Locales que actúen en el término municipal. 

	
d) Los contratistas o subcontratistas de contratos, cuya financiación total o parcial corra a cargo de la Corporación municipal o de establecimientos de ella dependientes. 



Cuando se produzca una situación de incompatibilidad, los afectados deberán optar entre la renuncia a la condición de Concejal o el abandono de la situación que dé origen a la referida incompatibilidad. Cuando la causa de incompatibilidad sea la mencionada en la letra b) anterior, el funcionario o empleado que optare por el cargo de Concejal pasará a la situación de servicios especiales o subsidiariamente a la prevista en sus respectivos convenios que en todo caso ha de suponer reserva de su puesto de trabajo.

2.4.4.  La Administración Electoral

La Administración Electoral está constituida por los órganos y personas que tienen encomendado garantizar la transparencia y objetividad del proceso electoral y el respeto al principio de igualdad. Integran la Administración Electoral las Juntas Electorales, Central, Provincial, de Zona y, en su caso, de Comunidad Autónoma, así como las Secciones y Mesas Electorales.

1.  Las Juntas Electorales

La Junta Electoral Central tiene su sede en Madrid, las Provinciales en las capitales de Provincia y las de Zona en las localidades cabeza de los partidos judiciales.

Corresponden a la Junta Electoral Central las siguientes funciones:


	
a) Dirigir y supervisar la actuación de la Oficina del Censo Electoral. 

	
b) Informar los proyectos de disposiciones que en lo relacionado con el censo electoral se dicten en desarrollo y aplicación de la Ley. 

	
c) Cursar instrucciones de obligado cumplimiento a las Juntas Electorales Provinciales en cualquier materia electoral. 

	
d) Resolver con carácter vinculante las consultas que le eleven las Juntas Provinciales. 

	
e) Revocar de oficio o a instancia de parte interesada las decisiones de las Juntas Electorales Provinciales cuando se opongan a la interpretación de la normativa electoral realizada por la Junta Electoral Central. 

	
f) Unificar los criterios interpretativos de las Juntas Electorales Provinciales en la aplicación de la normativa electoral. 

	
g) Aprobar a propuesta de la Administración del Estado los modelos de actas de constitución de Mesas electorales, de escrutinio, de sesión, de escrutinio general y de proclamación de electos. Tales modelos deberán permitir la expedición instantánea de copias de las actas, mediante documentos autocopiativos u otros procedimientos análogos. 

	
h) Resolver las quejas, reclamaciones y recursos que se le dirijan de acuerdo con la Ley o con cualquier otra disposición que le atribuya esa competencia. 

	
i) Velar por el cumplimiento de las normas relativas a las cuentas y a los gastos electorales por parte de las candidaturas durante el período comprendido entre la convocatoria y el centésimo día posterior al de celebración de las elecciones. 

	
j) Ejercer potestad disciplinaria sobre todas las personas que intervengan con carácter oficial en las operaciones electorales. 

	
k) Corregir las infracciones que se produzcan en el proceso electoral siempre que no sean constitutivas de delito e imponer multas hasta la cuantía máxima prevista en esta Ley. 

	
l) Expedir las credenciales a los Concejales en caso de vacante por fallecimiento, incapacidad o renuncia, una vez finalizado el mandato de las Juntas Electorales Provinciales y de Zona. 



Corresponderán, dentro de su ámbito territorial, a las Juntas Provinciales y de Zona las atribuidas a la Junta Electoral Central mencionadas en las letras h), j) y k) anteriores, teniendo en cuenta que la competencia en materia de imposición de multas se entenderá limitada a la cuantía máxima de 100.000 pesetas (600 €) para las Juntas Provinciales y de 50.000 pesetas (300 €) para las de Zona.

Las Juntas Electorales Provinciales, atendiendo siempre al superior criterio de la Junta Electoral Central, podrán además:


	
a) Cursar instrucciones de obligado cumplimiento a las Juntas Electorales de Zona en cualquier materia electoral. 

	
b) Resolver de forma vinculante las consultas que le eleven las Juntas Electorales de Zona. 

	
c) Revocar de oficio o a instancia de parte interesada las decisiones de las Juntas Electorales de Zona cuando se opongan a la interpretación realizada por la Junta Electoral Provincial. 

	
d) Unificar los criterios interpretativos de las Juntas Electorales de Zona en cualquier materia electoral. 



Interesa destacar por otra parte que:


	
• Los electores deberán formular las consultas a la Junta Electoral de Zona que corresponda a su lugar de residencia. 

	
• Los partidos políticos, asociaciones, coaliciones o federaciones y agrupaciones de electores, podrán elevar consultas a la Junta Electoral Central cuando se trate de cuestiones de carácter general que puedan afectar a más de una Junta Electoral Provincial. 

	
• En los demás casos, se elevarán las consultas a la Junta Electoral Provincial o a la Junta Electoral de Zona correspondiente, siempre que a su respectiva jurisdicción corresponda el ámbito de competencia del consultante. 

	
• Las Autoridades y Corporaciones públicas podrán consultar directamente a la Junta a cuya jurisdicción corresponda el ámbito de competencia del consultante. 

	
• Las consultas se formularán por escrito y se resolverán por la Junta a la que se dirijan, salvo que ésta, por la importancia de las mismas, según su criterio, o por estimar conveniente que se resuelva con un criterio de carácter general, decida elevarlo a una Junta superior. 

	
• Cuando la urgencia de la consulta no permita proceder a la convocatoria de la Junta y en todos los casos en que existan resoluciones anteriores y concordantes de la propia Junta o de Junta superior, los Presidentes podrán, bajo su responsabilidad, dar una respuesta provisional, sin perjuicio de su ratificación o modificación en la primera sesión que celebre la Junta. 



Fuera de los casos en que la Ley prevé un procedimiento específico de revisión judicial, los acuerdos de las Juntas Provinciales y de Zona son recurribles ante la Junta de superior categoría, que debe resolver en el plazo de cinco días a contar desde la interposición del recurso.

La interposición de dicho recurso debe tener lugar dentro de las 24 horas siguientes a la notificación del acuerdo y ante la Junta que lo hubiera dictado, la cual, con su informe, ha de remitir el expediente en el plazo de 48 horas a la Junta que deba resolver.

2.  Las Secciones Electorales

Las circunscripciones están divididas en Secciones Electorales, incluyendo cada una de ellas un máximo de 2.000 electores y un mínimo de 500.

Cada término municipal debe contar al menos con una Sección. Los electores de una misma Sección se hallan ordenados en las listas electorales por orden alfabético.

En cada Sección hay una Mesa Electoral. No obstante, cuando el número de electores de una Sección o la diseminación de la población lo haga aconsejable, la Delegación Provincial de la Oficina del Censo Electoral, a propuesta del Ayuntamiento correspondiente, puede disponer la formación de otras Mesas y distribuir entre ellas el electorado de la Sección.

Para el primer supuesto, el electorado de la Sección se distribuye por orden alfabético entre las Mesas, que deben situarse preferentemente en habitaciones separadas dentro de la misma edificación. Para el caso de población diseminada, la distribución se realiza atendiendo a la menor distancia entre el domicilio del elector y la correspondiente Mesa. En ningún caso el número de electores adscrito a cada Mesa puede ser inferior a doscientos.

Las Delegaciones Provinciales de la Oficina del Censo Electoral determinan el número, los límites de las Secciones Electorales, sus locales y las Mesas correspondientes a cada una de ellas, oídos los Ayuntamientos. La relación anterior deberá ser publicada en el Boletín Oficial de la Provincia (o de la Comunidad Autónoma uniprovincial) el sexto día posterior a la convocatoria y expuesta al público en los respectivos Ayuntamientos.

En los seis días siguientes, los electores pueden presentar reclamaciones contra la delimitación efectuada, ante la Junta Electoral Provincial, que resolverá en firme sobre ellas en un plazo de cinco días. Dentro de los diez días anteriores al de la votación se publicará en los dos periódicos de mayor difusión provincial y se expondrá al público en los respectivos Ayuntamientos la relación definitiva de Secciones, Mesas y locales electorales.

Los Ayuntamientos deberán señalizar convenientemente los locales correspondientes a cada Sección y Mesa Electoral.

3.  Las Mesas Electorales

La Mesa Electoral estará formada por un Presidente y dos Vocales. En el caso de concurrencia de elecciones, la Mesa Electoral será común para todas ellas.

La formación de las Mesas compete a los Ayuntamientos, bajo la supervisión de las Juntas Electorales de Zona. El Presidente y los Vocales de cada Mesa son designados por sorteo público entre la totalidad de las personas censadas en la Sección correspondiente, que sean menores de sesenta y cinco años y que sepan leer y escribir.

El Presidente deberá tener el título de Bachiller o el de Formación Profesional de segundo grado, o subsidiariamente el de Graduado Escolar o equivalente.

Se procede de la misma forma al nombramiento de dos suplentes para cada uno de los miembros de la Mesa. Dichos sorteos se realizarán entre los días vigésimo quinto y vigésimo noveno posteriores a la convocatoria.

Los cargos de Presidente y Vocal de las Mesas Electorales son obligatorios y no pueden ser desempeñados por quienes se presenten como candidatos.

La designación como Presidente y Vocal de las Mesas electorales debe ser notificada a los interesados en el plazo de tres días. Con la notificación se entregará a los miembros de las Mesas un manual de instrucciones sobre sus funciones.

Los designados Presidente y Vocal de las Mesas electorales disponen de un plazo de siete días para alegar ante la Junta Electoral de Zona causa justificada y documentada que les impida la aceptación del cargo. La Junta resuelve sin ulterior recurso en el plazo de cinco días y comunica, en su caso, la sustitución producida al primer suplente. En todo caso, se considera causa justificada el concurrir la condición de inelegible.

Si posteriormente cualquiera de los designados estuviera en imposibilidad de acudir al desempeño de su cargo, debe comunicarlo a la Junta de Zona, al menos 72 horas antes del acto al que debiera concurrir, aportando las justificaciones pertinentes. Si el impedimento sobreviene después de ese plazo, el aviso a la Junta habrá de realizarse de manera inmediata y, en todo caso, antes de la hora de constitución de la Mesa. En tales casos, la Junta comunica la sustitución al correspondiente suplente, si hay tiempo para hacerlo, y procede a nombrar a otro, si fuera preciso.

Los trabajadores por cuenta ajena y los funcionarios nombrados Presidentes o Vocales de las Mesas Electorales, tienen derecho a un permiso retribuido de jornada completa durante el día de la votación, si es laboral. En todo caso, tienen derecho a una reducción de su jornada de trabajo de 5 horas el día inmediatamente posterior.

Por Orden ministerial se regularán las dietas que, en su caso, procedan para los Presidentes y Vocales de las Mesas Electorales.

2.4.5.  El Censo Electoral

El Censo Electoral contiene la inscripción de quienes reúnen los requisitos para ser elector y no se hallen privados, definitiva o temporalmente, del derecho de sufragio. Está compuesto por el censo de los electores residentes en España y por el censo de los electores residentes-ausentes que viven en el extranjero, y es único para toda clase de elecciones, sin perjuicio de su posible ampliación para las elecciones municipales, conforme vimos en el epígrafe correspondiente al derecho de sufragio activo.

La inscripción en el Censo Electoral es obligatoria. Además del nombre y los apellidos, único dato necesario para la identificación del elector en el acto de la votación, se incluirá entre los restantes datos censales el número del Documento Nacional de Identidad. Tanto dicho documento como el pasaporte y el permiso de conducir son suficientes para que el elector acredite su identidad, siempre que figure una foto de aquél.

Los Ayuntamientos tramitan de oficio la inscripción de los residentes en su término municipal.

El Censo Electoral se ordena por Secciones territoriales. Cada elector está inscrito en una Sección y nadie puede estar inscrito en varias Secciones, ni varias veces en la misma Sección. Si un elector aparece registrado más de una vez, prevalece la última inscripción y se cancelan las restantes. Si las inscripciones tienen la misma fecha, se notificará al afectado esta circunstancia para que opte por una de ellas en el plazo de diez días. En su defecto, la autoridad competente determina de oficio la inscripción que ha de prevalecer.

El Censo Electoral es permanente y su actualización es mensual y para cada elección se utilizará el Censo Electoral vigente el día de la convocatoria. Para la actualización del censo los Ayuntamientos enviarán mensualmente a la Delegación Provincial correspondiente de la Oficina del Censo Electoral una relación con los siguientes datos:


	
a) Las variaciones habidas durante el mes anterior en el callejero. 

	
b) Las altas de los residentes, mayores de edad con referencia al último día del mes anterior y las bajas producidas hasta esa fecha. 

	
c) Los cambios de domicilio de los inscritos en el censo electoral así como las modificaciones de sus datos de inscripción producidas durante el mes anterior. 



Por su parte, los encargados del Registro Civil y del Registro de Penados y Rebeldes comunicarán a las Delegaciones Provinciales de las Oficinas del Censo Electoral, mensualmente, cualquier circunstancia, de orden civil o penal que pueda afectar a la inscripción en el Censo Electoral.

La Oficina del Censo Electoral procederá a la actualización mensual del Censo Electoral con la información recibida antes del día primero de cada mes. Con los datos consignados anteriormente, las Delegaciones Provinciales de la Oficina del Censo Electoral mantendrán a disposición de los interesados el censo actualizado para su consulta permanente, que podrá realizarse a través de los Ayuntamientos o en la propia Delegación Provincial.

Las reclamaciones sobre los datos censales se dirigirán a las Delegaciones Provinciales de la Oficina del Censo Electoral, que resolverán en el plazo de cinco días a contar desde la recepción de aquéllas. Los Ayuntamientos remitirán inmediatamente las reclamaciones que reciban a las respectivas Delegaciones Provinciales de la Oficina del Censo Electoral.

Para cada elección, el Censo Electoral vigente será el cerrado el día primero del mes anterior al de la fecha de la convocatoria. En el supuesto de que en esa fecha no se hubiese incorporado la información correspondiente en algunos Municipios, se utilizará en éstos la última información disponible.

Los Ayuntamientos estarán por su parte obligados a mantener un servicio de consulta de las listas electorales vigentes de sus respectivos Municipios y demarcaciones durante el plazo de ocho días, a partir del sexto día posterior a la convocatoria de elecciones. La consulta podrá realizarse por medios informáticos, previa identificación del interesado, o mediante la exposición al público de las listas electorales, si no se cuenta con medios informáticos suficientes para ello.

Dentro del plazo anterior cualquier persona podrá formular reclamación dirigida a la Delegación Provincial de la Oficina del Censo Electoral sobre sus datos censales. Las reclamaciones podrán presentarse directamente en las Delegaciones Provinciales de la Oficina del Censo Electoral correspondiente o a través de los Ayuntamientos, quienes las remitirán inmediatamente a las respectivas Delegaciones.

La Delegación Provincial de la Oficina del Censo Electoral, en un plazo de tres días, resolverá las reclamaciones presentadas y ordenará las rectificaciones pertinentes, que habrán de ser expuestas al público el decimoséptimo día posterior a la convocatoria. Asimismo notificará la resolución adoptada a cada uno de los reclamantes y a los Ayuntamientos correspondientes.

La Oficina del Censo Electoral remitirá, además, a todos los electores una tarjeta censal con los datos actualizados de su inscripción en el censo electoral y de la Sección y Mesa en la que les corresponde votar y comunicará igualmente a los electores afectados las posibles modificaciones de Secciones, locales o Mesas.

Los representantes de cada candidatura, a los que nos referiremos en su momento, podrán obtener el día siguiente a la proclamación de candidaturas una copia del censo del distrito correspondiente, ordenado por mesas, en soporte apto para su tratamiento informático, que podrá ser utilizado exclusivamente para los fines previstos en la Ley.

Alternativamente, los representantes generales podrán obtener en las mismas condiciones una copia del censo vigente de los distritos donde su partido, federación o coalición presente candidaturas.

Asimismo, las Juntas Electorales de Zona dispondrán de una copia del censo electoral utilizable, correspondiente a su ámbito.

2.4.6.  La convocatoria de elecciones

Las elecciones municipales se convocan por Real Decreto acordado en Consejo de Ministros a propuesta de los Ministerios del Interior y de Administraciones Públicas, que debe ser expedido el día quincuagésimo quinto antes del cuarto domingo de mayo del año que corresponda, y se publica al día siguiente en el Boletín Oficial del Estado.

Las elecciones se realizan el cuarto domingo de mayo del año que corresponda y los mandatos, de cuatro años, terminan en todo caso el día anterior al de la celebración de las siguientes elecciones.

2.4.7.  El procedimiento electoral propiamente dicho

Abordamos en este apartado las siguientes cuestiones, que podemos considerar como las fases del procedimiento electoral:


	
- Representantes de las candidaturas ante la Administración Electoral. 

	
- Presentación y proclamación de candidatos. 

	
- Normativa relativa a la campaña electoral. 

	
- Papeletas y sobres electorales. 

	
- Voto por correo. 

	
- Apoderados e interventores. 

	
- Constitución de las mesas electorales. 

	
- Votación. 

	
- Escrutinio. 

	
- Proclamación de Concejales electos. 

	
- Gastos y subvenciones electorales. 

	
- Delitos e infracciones electorales. 

	
- Mandato y constitución de las Corporaciones Municipales. 

	
- Elección de Alcalde. 



1.  Representantes de las candidaturas ante la Administración Electoral

Planteamos dos supuestos:


	
- Partidos políticos, federaciones y coaliciones. 

	
- Agrupaciones de electores. 



a)  Partidos políticos, federaciones y coaliciones

Designarán, por escrito, ante las Juntas Electorales Provinciales, antes del noveno día posterior a la convocatoria de elecciones, un representante general que en cada Provincia actúa en su nombre y representación.

Dentro del mismo plazo designan un representante general ante la Junta Electoral Central. Los mencionados escritos deberán expresar la aceptación de la persona designada.

Los representantes generales designan, por escrito, ante la Junta Electoral Provincial correspondiente, antes del undécimo día posterior a la convocatoria de elecciones, a los representantes de las candidaturas que el partido, federación o coalición presente en cada Municipio.

En el plazo de dos días, las Juntas Electorales Provinciales comunicarán a las respectivas Juntas Electorales de Zona, los nombres de los representantes de las candidaturas comprendidas, a su demarcación.

Los representantes de las candidaturas deben personarse ante las respectivas Juntas Electorales de Zona, para aceptar su designación, en todo caso, antes de la presentación de la candidatura correspondiente.

b)  Agrupaciones de electores

Sus promotores designan a los representantes de sus candidaturas en el momento de presentación de las mismas ante las Juntas Electorales de Zona, lo cual resulta lógico, toda vez que dichas agrupaciones no existen jurídicamente hasta la presentación de candidaturas y, por otra parte, su ámbito de actuación es exclusivamente municipal, por lo que no precisan designar representante general en la Provincia. Dicha designación debe ser aceptada en ese acto.

Los representantes de las candidaturas lo son de los candidatos incluidos en ellas. A su domicilio se remiten las notificaciones, escritos y emplazamientos dirigidos por la Administración Electoral a los candidatos y reciben de éstos, por la sola aceptación de la candidatura, un apoderamiento general para actuar en procedimientos judiciales en materia electoral.

2.  Presentación y proclamación de candidatos

Como en su momento se dijo, pueden presentar candidatos o listas de candidatos las siguientes formaciones:


	
- Los partidos y federaciones inscritos en el registro correspondiente. 

	
- Las coaliciones electorales. 

	
- Las agrupaciones de electores. 



Ningún partido, federación, coalición o agrupación de electores puede presentar más de una lista de candidatos en una circunscripción para la misma elección.

Los partidos federados o coaligados no pueden presentar candidaturas propias en una circunscripción si en la misma concurren, para idéntica elección, candidatos de las federaciones o coaliciones a que pertenecen.

No podrán presentar candidaturas las agrupaciones de electores que, de hecho, vengan a continuar o suceder la actividad de un partido político declarado judicialmente ilegal y disuelto, o suspendido. A estos efectos, se tendrá en cuenta la similitud sustancial de sus estructuras, organización y funcionamiento de las personas que lo componen, rigen, representan o administran las candidaturas, de la procedencia de los medios de financiación o materiales, o de cualesquiera otras circunstancias relevantes que, como su disposición a apoyar la violencia o el terrorismo, permiten considerar dicha continuidad o sucesión.

Las candidaturas, suscritas por los representantes de los partidos, federaciones y coaliciones y por los promotores de las agrupaciones de electores, se presentan ante la Junta Electoral competente entre el decimoquinto y el vigésimo día posteriores a la convocatoria.

El escrito de presentación de cada candidatura debe expresar claramente la denominación, siglas y símbolo del partido, federación, coalición o agrupación que la promueve, así como el nombre y apellidos de los candidatos incluidos en ella. Al escrito de presentación debe acompañarse declaración de aceptación de la candidatura, así como los documentos acreditativos de sus condiciones de elegibilidad.

En el caso de las elecciones municipales (contrariamente a lo que sucede, por ejemplo, en las elecciones al Senado), cada candidatura se presentará mediante lista de candidatos y debe incluir tantos candidatos como cargos a elegir. En caso de incluir candidatos suplentes, su número no podrá ser superior a 10, con la expresión del orden de colocación tanto de los candidatos como de los suplentes.

En el caso de las agrupaciones de electores, se acompañarán, además, las firmas necesarias a que nos referimos en el apartado correspondiente, teniendo en cuenta que ningún elector puede dar su firma para la presentación de varias candidaturas.

La presentación de candidaturas debe realizarse con denominaciones, siglas o símbolos que no induzcan a confusión con los pertenecientes o usados tradicionalmente por otros partidos legalmente constituidos.
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